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			Presentación

			La Facultad de Jurisprudencia, fundada en 1946, en apego a la Misión y la Visión de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, ha formado profesionales líderes con la más alta solvencia profesional y ética, poseedores de una amplia visión de país, pero con vocación cosmopolita, capaces de aprender de las dificultades y asumir nuevos retos conforme a las necesidades y respuestas que cada tiempo impone.

			En este contexto, y en función de la realidad del Ecuador, el programa de Maestría en Derecho con Mención en Gestión Pública se presenta como un programa de tipo profesional, que pretende capacitar a los profesionales del derecho, la economía y la administración para el eficiente desempeño como actores directos o indirectos de la gestión pública. Los textos que integran este volumen buscan ofrecer un conocimiento sistemático y profundo de la Ciencia Jurídica y de la Administración producido por estudiantes graduados y docentes especializados en estas materias. A lo largo del texto se estudian los grandes pilares del Gobierno y la Administración Pública en el marco de problemáticas específicas y adaptadas a la realidad ecuatoriana. 

			En este sentido, la Constitución de 2008 posiciona a la planificación y a las políticas públicas como instrumentos para la consecución de los Objetivos del Buen Vivir y la garantía de derechos. En este sentido, el Derecho constitucional y Administrativo es insuficiente para explicar y cambiar positivamente el territorio. Por ello, la Gestión Pública se vuelve necesaria en un escenario pospandemia, en el que es necesaria la protección de la persona y los valores republicanos. Este acercamiento propone un enfoque integral, que incluye el estudio del contenido epistemológico y técnico del Derecho Público, su relación multidisciplinar con otras ciencias, como la economía aplicada al manejo del Estado, la administración aplicada a los bienes públicos y el desarrollo de una investigación orientada al descubrimiento y solución de problemas concretos, articulada a los Planes de Desarrollo.

			Con ese contexto de definir a la Gestión Pública como una Ciencia Social en strictu sensu, los autores la han definido como una Ciencia de la Acción, en la que se hace un análisis técnico que es imprescindible para el mejor uso de actores, ideas, recursos e instituciones para el cumplimiento de los Valores Nacionales1. En tal razón, considero que, en esta coyuntura social y política, en la que hay varias crisis sociales, políticas y ambientales en colisión es necesario que haya ejercicios académicos como la que hagan alcances académico-teóricos, reales como el que puede ofrecer este texto. Los artículos realizados por docentes y alumnos presentan y examinan críticamente los aspectos necesarios para enfrentar con éxito cuestiones críticas para la gobernabilidad y la defensa del Estado de Derecho (Justicia, Nuevas Tecnologías, Derechos laborales, Derecho a la ciudad y Territorio, Derecho administrativo procesal y dogmático. Finanzas públicas, etc.), que muestra el esfuerzo del Programa para proporcionar una formación rigurosa en Gobierno, Administración y Políticas Públicas, tanto en los aspectos teóricos, académicos y de investigación, como en la dimensión práctica que sirve de base tanto para el ejercicio profesional como para la investigación teórica. Por todas estas razones, considero que el texto muestra perspectivas de la Gestión Pública Ecuatoriana y Regional como una respuesta al déficit existente de textos profesionales capaces de integrar lo jurídico, económico y administrativo en el desempeño de decisiones estatales. 

			Finalmente, es el deseo de esta Casa de Estudios aportar en la trasformación positiva, en pos de una mejora estratégica de la capacitación de aquellos que tienen el legítimo interés de aportar desde lo Público, para el diseño y aplicación de políticas públicas eficaces en función de la realidad económica del país, y aportar en la formación ciudadana, sobre todo entre quienes están a la base de la pirámide social, y contribuir a fortalecer la democracia política. Nuestro esfuerzo siempre será llegar hasta las raíces sociales en las que se generan los abusos, promoviendo efectivamente una cultura de la salvaguarda de todas las personas, especialmente en la defensa de la persona, los colectivos y nuestra Casa Común.

			




			Dr. Mario Melo Cevallos

			Decano de la Facultad de Jurisprudencia

			
				
					1	Subirats, J., Knoepfel, P., Larrue, C., & Varone, F. (2012). Análisis y gestión de las políticas públicas. Madrid, España: Ariel.

				

			

		

	
		
			Prólogo

			La Facultad de Jurisprudencia de la Pontificia Universidad del Ecuador fue fundada el 4 de noviembre de 1946 bajo el decanato del Dr. Julio Tobar Donoso. Desde esa fecha, la Facultad es líder en la educación jurídica ecuatoriana, y un espacio de referencia de la vida nacional. Los estudios ofrecidos por la Pontificia Universidad Católica del Ecuador proponen una formación teórico-práctica de la mano de líderes en el ejercicio profesional nacional, proyección internacional de alto nivel y la incorporación del beneficio social como valor agregado para el país.

			En este contexto, y en función de la realidad del Ecuador, el programa de Maestría en Derecho con Mención en Gestión Pública, operativo desde el año 2019, busca ser un espacio para la construcción de saberes en el marco de la gestión de los “bienes comunes”, que son tan necesarios en un mundo tan volátil y lleno de desafíos como el actual, en un contexto pospandemia y en que “lo público” es tan necesario. Por esta razón, la Maestría de Derecho con Mención Gestión Pública invitó a académicos/as y profesionales universitario y a sus alumnos a enviar textos que resuelvan casos y situaciones en el marco de esta dinámica.

			El propósito de este texto es hacer una visión exploratoria del alcance, características y usos de la Gestión Pública, aplicado a casos concretos, y su implementación en la administración pública ecuatoriana. Como se verá en las páginas de este documento, se propone esta área como una “ciencia de la acción”, en la que los elementos jurídicos, políticos y económicos se combinan, con el fin de asegurar el mejor ejercicio de los derechos fundamentales y la concreción de los objetivos de Estado. En este sentido, En ese sentido, y la mayoría de autores coinciden con que el proceso de “reforma del Estado” tan necesaria en nuestra orbita nacional o regional, es una acción nacida de una necesidad de largo plazo, con fuertes vasos comunicantes entre la acción de la administración con actores políticos dotados de legitimidad electoral. 

			Los textos que se encontrarán en las siguientes páginas tienen varios elementos en común: los Estados no se gobiernan como un acto puramente técnico-racional, sino que ejercen el arte de gobernar (statecraft) con actos conscientes e inconscientes, para gestionar las tensiones de los diferentes involucrados es una política pública. En segundo lugar, muestra que en esta riqueza operativa, la administración de lo público no es solamente jurídica: está formada por varias herramientas político-administrativas y limitada por los derechos establecidos en la Constitución y valores democráticos. Su misión no solo es cambiar comportamientos, sino resolver las necesidades ciudadanas que sobrepasan la capacidad del Estado, a través de la implantación de nuevos procesos, productos y/o servicios, en instituciones ya previstas dentro del sistema. Finalmente, los gestores públicos se enfrentan a  una población más capacitada y mejor informada, capaz de organizarse y discutir en (y con) la esfera pública, y con una amplia desconfianza en las élites que toman decisiones reformistas.

			Los textos inéditos que están en la presente se enmarcan en varios temas básicos enmarcarse en uno de los siguientes temas. La Gestión Pública en General (acercamientos, teorías, y aplicaciones en casos concretos, respecto a cumplimiento de objetivos, sociales, estabilidad económica, ética y lucha contra corrupción). En segundo lugar, el acercamiento de estos textos es profundamente actual: se centran an aplicar fundamentos, orientaciones y aprendizajes asociados a la gestión pública en relación con el uso de nuevas tecnologías y cuarta revolución industrial. Finalmente, proponen una visión nueva de la gestión pública en materia de políticas públicas, derecho administrativo y control de actos o contratos del Estado.

			En suma estos textos muestran las tensiones que vivimos como académicos y estudiantes, así como Universidad, en la que cumplimos con nuestro doble papel científico y espiritual. Como toda universidad, tenemos una constante búsqueda de la verdad en los distintos y variados campos del saber,
con pleno respeto a sus metodologías propias; y al mismo tiempo, y debido a nuestro carácter humanista y católico, buscamos la promoción de la dignidad humana, los derechos humanos y los de la naturaleza, allí donde están amenazados. Por esto, nos preocupamos por lograr un explícito impacto positivo en la vida de las personas, de las comunidades y asociaciones de la sociedad civil y del mismo Estado.

			Con esos antecedentes, esperamos que este documento sea un reflejo de la formación integral e integradora en consonancia con nuestra filosofía humanista que esta casa de Estudios es capaz de entregar; y que, mediante su uso, discusión y debate, se muestre el compromiso de la PUCE para nuestra proyección con propuesta innovación social y transferencia de conocimientos nacidas de nuestra investigación, para llegar a ese objetivo institucional de que “El centro de la universidad está fuera de la universidad”, y nuestra institución es una ayuda a un proyecto de transformación positiva del país.

			



			Efrén Guerrero Salgado

			Coordinador

			Maestría Derecho Mención Gestión Pública

		

	
		
			Administración Pública  
en Ecuador ¿Dónde estamos? ¿Tenemos una agenda?

			Irma Jara Ínigüez

			INTRODUCCIÓN

			La administración pública está siendo desafiada hasta su límite por la pandemia de COVID-19, ya que esta ha superado a las acciones públicas tradicionales que fueron aplicadas para la protección y que casi llegaron a paralizar a la sociedad y a la economía. En el nuevo escenario que se ha configurado, en el que se identifica el impacto a diversos sectores, se puede afirmar que se deben enfrentar no solo problemas complejos y perversos, sino aquellos que vienen acompañados de efectos impredicibles, para los cuales no es suficiente el trabajo desde los equipos de servidores públicos profesionales, directivos y políticos. 

			Ante esta situación, varios autores, sobre el ámbito de la gobernanza, han argumentado que los problemas complejos se resuelven mejor a través de la colaboración de múltiples actores en redes y asociaciones, ya que estos ayudan a movilizar recursos, a mejorar el intercambio de conocimientos, a la coordinación, a estimular la innovación y a construir soluciones colectivas (Ansell, Sørensen y Torfing, 2021; Torfing, 2019; Wegrich, 2019).

			En este marco, el estudio explora la forma en que en Ecuador se han abordado desde la administración pública los aspectos relacionados con la colaboración, participación y coordinación para dar respuesta a las demandas de la sociedad. Esto, con el objetivo de identificar en dónde estamos y si se perfila la construcción de una agenda o reforma que viabilice la solución de problemas perversos, a partir de los ingredientes que constituyen un nuevo modelo de gobernanza; así como también la forma en que la administración se aproxima a la comprensión de las demandas y se enfoca en la satisfacción de estas.

			Además, se discuten los obstáculos como la corrupción, el modelo jerarquizado y aspectos de gestión, que entorpecen el proceso hacia la generación de valor público, entendido este como la satisfacción de lo que es prioritario para la sociedad. En el documento, primero se describe la metodología del estudio, la cual utiliza un análisis documental y tiene un enfoque cualitativo. A continuación, se presenta la situación encontrada al mismo tiempo que se desarrolla su discusión. Finalmente, se emiten las conclusiones. 

			METODOLOGÍA

			La metodología incluye un análisis documental aplicando métodos lógico-analíticos para indagar la realidad del contexto en Ecuador, las acciones propuestas y desarrolladas en la administración pública. Se aplica el método sistémico estructural-funcional para examinar las interrelaciones multiactor y los componentes en los procesos de colaboración como medio para la innovación en la gestión pública. 

			Para el análisis de la situación y la experiencia nacional se aborda el Plan Nacional de Desarrollo 2021-2025, el primer plan de acción de gobierno abierto y las recomendaciones de la OCDE. Se verifican datos e indicadores desde las fuentes oficiales de gobierno y de organizaciones internacionales. Para discutir los resultados, se abordaron como dimensiones analíticas la colaboración, la coordinación y la participación, así como la identificación de obstáculos para el desempeño.

			DESARROLLO

			Administración pública, principios y práctica

			En Ecuador, la Constitución de la República (CRE, 2008) prescribe a la planificación, la coordinación y a la participación como principios de la administración pública, y en el año 2010 se fortalece el Sistema Nacional Descentralizado de Planificación Participativa que, dentro del primer eje, dispone el cambio en las relaciones de poder para la construcción del poder popular. Sin embargo, en la práctica:  

			[La coordinación] se ve obstaculizada por la carga administrativa, es decir, la necesidad de buscar la aprobación de los jefes de las instituciones involucradas antes de poder acordar los objetivos interorganizacionales. Finalmente, la frecuente rotación de personal típica en la mayoría de los países de la región –tanto a nivel de gobierno nacional como subnacional–, amenaza la coordinación, ya que socava la continuidad, la confianza y la memoria institucional. (OCDE, 2021). 

			Respecto a esto último, solo en el periodo de 2012-2016, el índice de rotación de personal se ha mantenido entre un mínimo de 6% y un máximo de 10% (Jara-Iñiguez, 2017). Mientras que, en el mismo periodo, se movieron de sus puestos a 157 funcionarios de alto nivel jerárquico superior2 a cargo de la dirección política del Estado en sectoriales de gran impacto como el de Finanzas, Interior, Defensa, Relaciones Exteriores, Educación, Salud, Inclusión y Electricidad. Existió un porcentaje de rotación promedio del 29% en total, evidenciándose la mayor rotación promedio en las carteras de inclusión, defensa y salud, con 51%, 43% y 39%, respectivamente. En cuanto a la permanencia en el cargo se registraron duraciones entre 2,6 y 1,3 años en promedio (Jara-Iñiguez, 2019). 

			Se crearon Ministerios de Coordinación para optimizar el manejo de la información, la toma de decisiones y la acción conjunta de las diferentes carteras del Estado teniendo como centro de gobierno a la ExSecretaría Nacional de Administración Pública. Aunque, una década después de su creación, estos fueron eliminados, bajo el criterio de que no funcionó el modelo debido a las acciones políticas y a los juegos del poder entre ministerios rectores y ministerios coordinadores. Y porque, en la práctica se traslaparon las actividades entre ministerios y el ejercicio de coordinación no dio sus frutos.

			Pero, más allá de las constantes reformas parciales que se han realizado, ya sea eliminando ministerios o transformándolos, en este escenario, interesa destacar los aspectos que favorecen el desempeño de la administración pública y los resultados de la implementación de las políticas públicas. Para analizarlo es necesario considerar que el contexto actual trae consigo la aceleración de las tendencias de cambio y transformaciones tecnológicas como la inteligencia artificial, la ciberseguridad, apertura de datos, las que, a su vez, se desarrollan en contraste con desastres sociales como el desempleo, la desigualdad, la injusticia y la corrupción, en la actualidad agravadas por la pandemia y la incertidumbre. Por tanto, un gobierno debe tener la capacidad para enfrentar a la vez los nuevos desafíos y resolver problemas pre-existentes, por lo que las respuestas deben ser dinámicas (Oszlak, 2020). 

			En este contexto, ya complejo:  

			Los ciudadanos manifiestan un malestar originado por una percepción de que las instituciones no han canalizado sus demandas de mayor igualdad o que no las han representado de manera adecuada. Estas demandas llevaron a los gobiernos a diseñar respuestas coyunturales para enfrentar el malestar de la ciudadanía, eliminando ciertas medidas o buscando acuerdos para lograr cambios más estructurales (CEPAL, 2021).

			Ante estos nuevos escenarios, se deben cambiar de manera radical las funciones y el modelo organizativo y laboral de las administraciones públicas (Ramió, 2017), ya que se requiere redefinir las competencias y revisar el rol de la Administración pública para satisfacer las múltiples necesidades sociales y económicas, incluyendo a las que fueron generadas por la pandemia, y para la aplicación consistente de las nuevas herramientas tecnológicas y de la nueva gobernanza digital, para implantar una renovación institucional y organizativa que contribuya a su relevancia y supervivencia (Ramió, 2018).

			No obstante, el camino por recorrer es largo y complejo, se necesita no solo voluntad sino también la conformación de coaliciones; ya que si bien se identifica que se han aprovechado los instrumentos tecnológicos y digitales para transformar la atención directa a la ciudadanía, en el ámbito de la gestión, en términos generales, las administraciones públicas siguen trabajando como hace un siglo, con los mismos sistemas de selección de los servidores, con perfiles profesionales que no responden a la realidad y con idénticas prácticas clientelares y burocráticas disfuncionales (Ramió, 2018). Se ha venido aplicando un modelo burocrático solo parcialmente, ya que los intereses clientelares han conseguido descartar la estandarización normativa y la neutralidad, lo que dificulta la prestación de servicios de manera flexible, eficaz, eficiente, creativa e innovadora.

			Integrando nuevos modelos y políticas para atender problemas públicos

			Para avanzar en otro rumbo, desde el año 2018, Ecuador se integró a la Alianza para el Gobierno Abierto (OGP por sus siglas en inglés) y dio inicio a la co-creación de su Plan de Acción para el período 2019-2021. Este se ha constituido –hasta la fecha– en uno de los más importantes procesos nacionales de co-diseño y co-gestión de política pública, llevado a cabo con la participación de sociedad civil, academia y gobierno, y para posicionar al ciudadano en el centro de la política pública. Los avances de los compromisos incluidos en este plan son importantes; no obstante, ante la declaración del COVID-19 como pandemia se reprogramaron hasta el año 2022 (Gobierno Abierto Ecuador, 2020). 

			De forma consistente, el Plan para la creación de oportunidades 2021-2025 incluye entre sus políticas a la enumerada como “15.2” que promete impulsar un gobierno abierto que propicie la transparencia y el acceso de información oportuna y cercana a la ciudadanía, e incluye como lineamiento territorial el de incentivar la participación ciudadana en el ciclo de la política pública en articulación con los diferentes niveles gubernamentales (SENPLADES, 2021). Recientemente en la cumbre global de la Alianza para el Gobierno Abierto, el Ejecutivo ratificó la práctica de los principios de este modelo de gobernanza cuyo eje es el ciudadano como partícipe de la construcción y ejecución de la política pública (GAEc, 2021).

			Adicionalmente, para atender los problemas relacionados con el fenómeno de la corrupción, un estudio de la OCDE (2021) analiza los arreglos institucionales requeridos en Ecuador para fomentar la integridad a nivel nacional y dentro de la Función Ejecutiva considerando la Recomendación de la OCDE sobre la materia. El estudio sugiere que se debe establecer en el Plan Nacional de Desarrollo 2021-2025, como primer objetivo prioritario de integridad pública, a la creación de un Sistema Nacional de Integridad y Lucha contra la Corrupción e iniciar una fase de diálogo entre todas las instancias pertinentes, incluida la sociedad civil y el sector privado para analizar las propuestas y prioridades de la configuración del Sistema. 

			Aunque este estudio fue lanzado de forma posterior a la presentación del Plan Nacional de Desarrollo, este incluyó como su política “15.1” la de fomentar la integridad pública y la lucha contra la corrupción en coordinación insterinstitucional efectiva entre todas las funciones del Estado y la participación ciudadana (SENPLADES, 2021). Además, el Gobierno del presidente Lasso ha anunciado la construcción de una política nacional anticorrupción que contaría con la participación de la sociedad civil y la próxima conformación de una comisión nacional anticorrupción para coordinar estrategias y políticas dirigidas por la función Ejecutiva (Comunicación Ec, 2021). Este ente deberá proponer reglas anticorrupción para el sector público; por lo que estaría pendiente de verificar si esta nueva organización se enmarcará o no en las recomendaciones de la OCDE.

			En todo caso, ya está claro que la complejidad de los actores y de los problemas públicos no pueden ser resueltos solo por los poderes públicos, sino que es imprescindible la colaboración del sector privado, las organizaciones de la sociedad civil, los movimientos sociales y la ciudadanía en general. Pero, en materia de gobernanza, además, se resalta la necesidad de que exista un actor que ejerza el rol de metagobernador (Ramió, 2018; Sørensen y Torfing, 2016). Pero esta función la debería ejercer la administración pública bajo un gobierno legitimado por la democracia representativa (Ramió, 2018); y, este grado de legitimidad, es lo que en los actuales contextos está en cuestionamiento, en contraste con los altos niveles de desconfianza y malestar, lo que pone en riesgo el nuevo modelo de gobernanza.

			Pero, para que la administración pública pueda lograr ejercer el rol de metagobernador, hace falta conseguir dos objetivos: por una parte, que el poder político recupere su capacidad de influencia; por otra parte, que la administración pública sea más ligera, más flexible, más inteligente y con mayor capacidad de aprendizaje. Para que todo ello sea posible, esta debe abandonar marcos conceptuales anticuados, dejar de lado las inercias y capturas y cooptaciones históricas (Ramió y Salvador, 2018).

			Es así que la innovación pública se ha convertido en una preocupación central para los gobiernos debido a su contribución a resolver problemas, en cuanto a: a) la crisis económica y consecuencias para el gasto público, la innovación es una alternativa que puede permitir a los gobiernos proporcionar más y mejores servicios públicos a costos más bajos o equivalentes; b) la proliferación de problemas perversos y turbulentos que son difíciles de resolver debido a su compleja combinación de limitaciones cognitivas y políticas (Levin et al., 2012), las soluciones innovadoras podrían evitar un estancamiento político y bloqueos; c) la creciente desconfianza de los ciudadanos hacia los políticos electos y su desencanto generalizado con la democracia representativa (Norris, 2011) y que exigen una participación más activa y una influencia directa en las decisiones públicas (Sørensen y Torfing, 2016). 

			En este marco, los esfuerzos actuales de los funcionarios públicos para estimular la innovación pública tienen un desafío respecto a las redes de gobernanza y cómo estas se metagobiernan. Las redes son marcos institucionales para promover la innovación colaborativa en el sector público (Bland, Bruk, Kim y Lee, 2010); y deben ser dirigidas y gestionadas de manera que influyan en sus procesos y resultados de forma distinta a las formas tradicionales de mando y control. La estrategia de metagobernanza es sobre todo fundamental cuando el propósito es mejorar el desempeño público a través de innovaciones disruptivas (Sørensen y Torfing, 2016; Sørensen y Torfing, 2007).

			Gobernanza y la respuesta al malestar ciudadano

			Para consolidar las redes debe tenerse en cuenta que, como se mencionó previamente, la ausencia de resultados genera el malestar con la democracia lo que corresponde a una combinación de desconfianza en las instituciones, desaprobación a la gestión del gobierno y al desagrado de la política (Cantillana et al 2017). Pero, en sus diferentes manifestaciones, el malestar puede ser un factor que empuja la transformación y el progreso social, y dar origen a movimientos sociales y demandas de cambio compartidas por varios sectores de la sociedad. Al mismo tiempo, también puede generar apatía o descontento con inexistencia de demandas específicas (CEPAL, 2021). 

			Por ende, se convierte en fundamental que, para sustentar la nueva gobernanza se aborden de forma concurrente los factores que originan el malestar ciudadano, para así evitar niveles crecientes de expresiones de violencia y crisis de representación y legitimidad democrática (CEPAL, 2018) que actúen como un freno a la conformación de coaliciones y acciones colectivas. En este punto, previo a la pandemia ya se observaba inconformidad con la distribución de los recursos y existía una percepción de indefensión principalmente frente a los ámbitos laborales y económicos; se distinguía también una insatisfacción con: a) la forma en cómo se gobierna, es decir el funcionamiento de la política y sus actores en cuanto el ejercicio del poder público; b) la representación, en especial respecto a cómo se procesan las demandas y expectativas ciudadanas (CEPAL, 2021). 

			Se había generado, por tanto, una creciente desconfianza en las instituciones en relación a cómo el Estado cumple con sus responsabilidades (CEPAL, 2021; Orchard y Jiménez, 2016; Tilly, 2008) y el régimen democrático (Torcal y Montero, 2006; Gherghina, 2017), así como la desaprobación o poca credibilidad de la gestión pública (Cantillana Peña y otros, 2017; CEPAL, 2021). En Latinoamérica, la proporción de quienes están de acuerdo con que se gobierna para unos cuantos grupos poderosos pasó del 63% en 2004 al 73% en 2020, lo que da cuenta de un aumento en la percepción de falta de representación y protección del interés de la ciudadanía (Corporación Latinobarómetro 2021; CEPAL, 2021).

			En el Ecuador, se desencadenaron las movilizaciones en el año 2019 debido al malestar causado por las políticas de austeridad y la eliminación de los subsidios a los combustibles, en el marco de las medidas gubernamentales para reducir el déficit fiscal y solventar la deuda externa del país (Barría, 2019; Ospina Peralta, 2019). Esto contribuyó a que se desarrollaran las protestas bajo la percepción de que el gobierno estaba retrocediendo en cuanto a derechos y garantías sociales y económicas. 

			Pero, después del acuerdo político para dejar sin efecto la eliminación al subsidio a la gasolina y establecer mecanismos para focalizar los recursos hacia quienes más los necesitan, las protestas disminuyeron (Deutsche Welle, 2019). Sin embargo, estas se reanudaron por la aprobación de la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para combatir la crisis sanitaria debido al COVID-19, que incluyó nuevas políticas de austeridad, y tras el anuncio del proceso de cierre de ocho empresas públicas (Quiroz y Alvarado, 2020). 

			La falta de respuesta al malestar por parte de gobiernos e instituciones, así como las respuestas que no son sostenibles en el tiempo generan a su vez más tensiones, desconfianza, conflictividad e inestabilidad. Por ello, al 2020, Ecuador cerró con los siguientes niveles de confianza: a) en el gobierno de 10%; c) poder judicial 18%; d) legislativo 13%; e) electoral 16%; f) partidos políticos 9%; g) policía 34%. La satisfacción con la democracia alcanzó apenas el 10% y solo el 9% aprobaba la gestión del gobierno. El 86% opinó que se gobierna para grupos poderosos en su propio beneficio (Corporación Latinobarómetro, 2021). 

			Continuando, en el periodo 2021, los sindicalistas, maestros, estudiantes y las bases del movimiento indígena realizaron manifestaciones contra el régimen. La protesta fue impulsada principalmente por el alza de los precios de combustibles en 90% desde 2020 y se desarrollaron en medio de un estado de excepción por la violencia del narcotráfico (El Universo, 2021). 

			Gobernanza y la respuesta a la corrupción

			Con una gran incidencia se encuentra la percepción de la corrupción, que además ha sido exaltada por los gobiernos entrantes que se enfocan en la corrupción de los gobiernos previos y logran con ello aumentar la desconfianza genérica y extiende el malestar ciudadano. Al 2020, el 72% de los ecuatorianos percibían que la corrupción se incrementó en el último año. Sin embargo, la corrupción suscita cierta tolerancia, en el sentido de que el 44% está de acuerdo o muy de acuerdo con la afirmación de que se puede pagar el precio de cierto grado de corrupción, siempre que se solucionen los problemas del país, y el 47% considera que es mejor quedarse callado ante la corrupción (Corporación Latinobarómetro, 2021).

			Con este panorama es necesario continuar esforzándose en diseñar e implementar políticas que respondan a las necesidades e intereses de los ciudadanos. En este aspecto, una buena gestión pública es clave para lograrlo y conseguir los resultados deseados de gobernanza y una mejor prestación de servicios públicos. Es necesario fortalecer las funciones principales del gobierno, como fomentar la coordinación interinstitucional vertical y horizontal, fortalecer la capacidad y las competencias de gestión, simplificar los procesos administrativos en la prestación de servicios, reforzar los procesos de contratación pública, garantizar la rendición de cuentas interna y externa y promover de un servicio civil basado en el mérito y con valores (OCDE, 2021).

			Un aspecto reiterativo es el que se relaciona con prestar atención a la carga administrativa considerando que esta reduce la eficiencia de la prestación de servicios públicos y contribuye como se ha dicho previamente a la desconfianza de los ciudadanos y empresarios y, así mismo, representa un riesgo de sobornos para acelerar dichos procesos (OCDE, 2021; Roseth, Reyes and Santiso, 2018). Atendiendo este aspecto, el Plan Nacional de Desarrollo 2021-2025 incluye la política “14.3” para fortalecer la implementación de las buenas prácticas regulatorias que garanticen la transparencia, eficiencia y competitividad del Estado (SENPLADES, 2021).

			Acorde con la OCDE (2021), en promedio, en 2017 y 2018, el 25% de los procedimientos administrativos en América Latina y el Caribe (ALC) requieren tres o más interacciones para resolverse, mientras que en Ecuador asciende al 20%. Entre 2016 y 2019, Ecuador obtuvo como indicadores de Política y Gobernanza Regulatoria3 4/10 (Nacional) y 2/10 (Municipal). Al respecto, si se tiene en cuenta que tanto los ciudadanos como el sector privado mejoran la percepción de los líderes que reducen la carga administrativa y regulatoria, lo que aumenta la confianza en la gestión; se debe considerar que existe sustento para asumir los costos de las reformas. Desde 2015, varios países, entre ellos Ecuador, han introducido o reformado sus bases legales para mejorar la calidad regulatoria.

			Pero, a pesar de las reformas recientes, el marco institucional para la política regulatoria requiere de un mayor desarrollo, especialmente en cuanto a la capacidad de supervisión para garantizar la aplicación. Ecuador ha realizado reformas a sus arreglos institucionales4 identificando a la Presidencia de la República como responsable de la promoción de políticas de mejora regulatoria y al Ministerio de Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información a cargo de la supervisión de los programas de simplificación administrativa. A diciembre de 2020, se ha gestionado y alcanzado el 17% de implementación de buenas prácticas de regulación (SENPLADES, 2021), además, a través de la plataforma GOB.EC, se realizaron más de 15 millones de trámites aplicando alguno de los 5596 publicados en el Portal (MINTEL, 2021).

			En el panorama descrito, las regulaciones y sus efectos deben incluir en su diseño la predicción de la evolución de las preferencias, la sociedad y la tecnología. Así mismo, es necesario verificar si las regulaciones en los nuevos contextos siguen siendo relevantes, aplicables y si han generado consecuencias adversas; o si existen nuevas alternativas para abordar de mejor forma los problemas. No obstante, en ALC la revisión de las regulaciones existentes se centra, principalmente, en la identificación de cargas administrativas para la mejora de trámites y reducción de costos y no específicamente el cumplimiento de objetivos; así, al 2019 el índice que evidencia si se realizó una evaluación respecto al logro de objetivos de una regulación muestra que Ecuador alcanza 3/10 para el caso de leyes primarias y subordinadas (OCDE, 2021).

			Todos estos resultados influyen en la calidad y la satisfacción con los servicios, lo que a su vez influye en la disponibilidad de las personas a pagar impuestos. Para incidir en este aspecto y reforzarla, en Ecuador se implementó el Modelo Ecuatoriano de Calidad y Excelencia (MECE) que plantea lineamientos que al ser adoptados impulsan a una institución pública a su mejora permanente para satisfacer cabalmente las necesidades y expectativas de la ciudadanía de acuerdo a resultados cuantificables (MDT, 2018).

			Respecto a los diferentes ámbitos abordados, es importante destacar que el primer plan de acción de gobierno abierto incluye dentro de sus 10 compromisos, 3 relacionados con datos abiertos, 2 respecto al desarrollo de capacidades para la transparencia, 2 de empoderamiento ciudadano, y 3 de innovación pública (Gobierno Abierto Ecuador, 2020). De estos, el compromiso 9 se refiere a un proceso de ciudadanización de trámites, el cual incluye aspectos relacionados con la simplificación de trámites y de mejora regulatoria en el que se ha avanzado en el proceso de co-creación de los planes y que se encuentran en plena implementación. Además, para reforzar la participación ciudadana se encuentra en construcción el observatorio de la función pública. A la fecha, en el proceso y con la participación de otras funciones del Estado se está avanzando en el desarrollo del segundo Plan con un enfoque de Estado abierto, lo que puede contribuir a ampliar el alcance para dar solución a la problemática ya descrita. 

			Los aspectos abordados en el plan son fundamentales considerando que la filosofía de Estado abierto en la que se proyecta enfocar a la gestión pública –al menos en la narrativa–, se fundamenta en la reducción de las asimetrías de información entre gobernantes y ciudadanos. La gobernanza colaborativa proporciona una alternativa “pluricéntrica” ante las formas “unicéntricas” que tiene un tradicional gobierno jerárquico (Kersbergen y Waarden 2004). La transparencia, la rendición de cuentas y la participación son imposibles sin acceso a la información para las partes. Los sistemas de información suelen ser el punto crítico de la gestión pública, ya que si no se dispone de los datos necesarios resulta imposible que funcione un proceso efectivo de rendición de cuentas (Oszlak, 2020).

			A su vez, se incrementa la demanda social de transparencia ya que, como se ha presenciado en el último año, los gobiernos han estado sometidos a un amplio escrutinio ciudadano que ha reclamado no solo acceder a la información, sino contrastar los datos y conocer los criterios para la toma de decisión. Entonces, las necesidades de transparencia e información veraz van a formar parte de una demanda social creciente (Longo, 2021).

			Adicionalmente, es imposible abordar la mejora de la gestión pública sin tratar los aspectos relacionados con la gestión del talento humano. El reclutamiento y la selección basadas en mérito son fundamentales para garantizar una prestación adecuada de los servicios públicos. Cuando el mérito se implementa de forma adecuada e integral en el sector público es más probable que las administraciones obtengan mejores resultados. El mérito aplicado durante el reclutamiento y la selección es esencial ya asegura la vinculación efectiva de personas con aptitudes y competencias consistentes con los puestos a ocupar. Por ello, en el 66% de los países de ALC, se utiliza un examen competitivo (OCDE, 2021).

			En un entorno en constante evolución, se requiere de una administración pública flexible y versátil. Por lo tanto, el sector público como empleador debería poder realizar cambios en la composición y el tamaño de la fuerza laboral cuando sea necesario ya sea debido al bajo desempeño, a una crisis fiscal, entre otras razones. Tener mecanismos que permitan flexibilidad, y usarlos de manera efectiva cuando sea necesario, es clave para garantizar la efectividad de las políticas y el uso eficiente de los recursos públicos (OCDE, 2021), aunque deben asegurar la protección de derechos y a la vez evitar la cooptación hacia intereses particulares. Pero, en Ecuador, debido al cierto grado de rigidez en el sistema laboral público, se ha optado por mecanismos alternativos como el de contratos ocasionales y paquetes de desvinculación voluntaria.

			¿Agenda para la gobernanza?

			Se evidencia que los gobiernos están adoptando cada vez más las estrategias para una gobernanza colaborativa (Emerson y Nabatchi 2015) para la generación de valor público, ya que existen diferentes medidas adoptadas. Pero, siguen aumentando los problemas caracterizados por causas complejas y conflictos de objetivos entre diversos sectores (Alford y Head 2017; Peters 2017) y, las expectativas que los ciudadanos tienen respecto a los servicios públicos. Esto se debe a que, el camino trazado en los diferentes instrumentos no llega a completarse como una agenda que guíe la administración pública, para responder a estos problemas y demandas de forma conjunta con los diversos actores y a la velocidad requerida.

			Aunque existen avances y acercamientos hacia el gobierno abierto, como gobernanza colaborativa, y el establecimiento en el plan nacional de desarrollo de políticas relacionadas con el gobierno abierto, la integridad, la mejora regulatoria y la simplificación de trámites, para cumplir el rol de la administración pública, no se evidencia una agenda integrada que muestre el camino acerca de cómo se lograrán las metas para mejorar la confianza, construir participativamente los servicios requeridos por la ciudadanía.

			CONCLUSIONES

			Ante un contexto en el que abundan los problemas complejos, perversos e impredecibles, no basta con una buena gestión tradicional o sustentada en un esquema jerárquico. Se requieren soluciones innovadoras, y estas pueden ser promovidas a través de estrategias colaborativas entre múltiples actores. 

			Es importante avanzar hacia la obtención de los resultados deseados a partir de la implementación de las políticas públicas y, para ello, se requiere atender además de los aspectos relacionados con la gestión del talento humano, la simplificación regulatoria y administrativa, gestionar datos abiertos y, el establecimiento de un sistema de integridad, a la capacidad de generación de consensos para co-construir entre los actores del gobierno, sector privado, academia y sociedad civil. 

			Es posible avanzar en una agenda de la administración pública, pero de forma concurrente es necesario elaborar una estrategia horizontal y una vertical. Para el efecto, se requiere establecer responsabilidades institucionales y crear mecanismos de cooperación y articulación. Es imperativo que se flexibilicen las instituciones y los programas públicos para que puedan transformarse y adaptarse en respuesta a la complejidad e incertidumbre y escalar sus esfuerzos hacia la resolución de problemas. 

			Otros elementos que se deben incorporar a la gobernanza pública ante la turbulencia actual son: la capacidad de experimentación y la habilidad para crear redes y colaboraciones con otras administraciones, la sociedad civil y el sector privada.

			Se propone profundizar en la elaboración de una Agenda de la administración pública que defina y proyecte no solo hacia donde vamos con la administración pública, sino como lograremos atender las necesidades de los ciudadanos a la par que abordamos las nuevas tendencias.
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			Análisis normativo de las responsabilidades administrativas de las personas jurídicas de derecho privado que disponen de recursos públicos

			Fernando Altamirano Jácome

			1. INTRODUCCIÓN

			El análisis de las normas que regulan el establecimiento de responsabilidades a los representantes, autoridades, empleados o trabajadores, que para efectos de esta investigación se denominarán “personeros o sujetos de control” de las personas jurídicas de derecho privado que disponen de recursos públicos en el Ecuador, es necesario enfocarla considerando la diferencia de términos en las leyes y reglamentos que las amparan. 

			Tales diferencias en los términos empleados, identificadas en normas vigentes que rigen el sistema de control estatal, encierran antinomias, que podrían contraponerse con el contenido de la norma jerárquica superior, acarreando la posibilidad de ser consideradas contrarias a la norma constitucional y fácilmente rebatidas en la defensa de acciones administrativas por parte de las entidades del sector público o los sujetos de control.

			Acerca de estas dicotomías, (Moreu, 2020), explica lo complejo del leguaje jurídico. Sobre el lenguaje administrativo empleado por el legislador en la elaboración de la norma, indica:

			Desde una perspectiva eminentemente formal, el lenguaje administrativo es un subsistema dentro del lenguaje jurídico. Entre otras particularidades, emplea una terminología propia y es audaz —a veces inconsciente— en la creación de nuevos términos. Abusa de cultismos inútiles, como obrar (“obra en poder de esta administración”) o elevar (“elevar un escrito”). Se caracteriza por una tendencia a la repetición sinonímica, el abuso de las siglas, la preferencia por la construcción nominal, demasiadas subordinadas y el uso incorrecto de las iniciales mayúsculas. Estilísticamente es altisonante, arcaico y utiliza fórmulas estereotipadas y redundantes… En definitiva, es un lenguaje poco natural, difícil y oscuro. La admiración por usos lingüísticos de antaño conduce a su petrificación. (pág. 323)

			El análisis propuesto en este trabajo, permitirá introducir a la terminología adecuada para la correcta interpretación de la normativa, plantear los escenarios donde ocurren las confusiones en la práctica y como resolverlos, además de la aplicación eficiente en la determinación de responsabilidades, tanto de: los personeros de las personas jurídicas de derecho privado que disponen, manejan, reciben subvenciones o administran recursos públicos; y, las personas jurídicas de derecho privado con participación estatal.

			Ante tales diferencias del lenguaje, surge la necesidad de comprender la intención del legislador al momento de su análisis y el contexto ante el cual se plantearon inicialmente las normas, reconocer si estos términos se interrelacionan o se contraponen acarreando confusiones que podrían frenar el ejercicio de la actividad de control estatal. Por ejemplo, una de las dudas actuales que existen es si la Contraloría General del Estado puede determinar, conforme los resultados arrojados por sus auditorías, sanciones o responsabilidades administrativas a los personeros de las entidades jurídicas de derecho privado que disponen, manejan, reciben subvenciones o administran recursos públicos, potestad que podría considerarse dirigida exclusivamente a los funcionarios públicos y autoridades de entidades en las cuales el estado aporta participativamente en su conformación.

			Una vez definido esto, se analizará la aparente contradicción de los artículos de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado que en su contenido, obvian incluir las disposiciones que se refieren al establecimiento de responsabilidades administrativas hacia los sujetos de control de las personas jurídicas de derecho privado que disponen, manejan, reciben subvenciones o administran recursos públicos, en colisión con la Constitución, el Reglamento de la Ley de la Contraloría General del Estado, Reglamento de Responsabilidades y Normas de Control Interno.

			Un análisis amplio de las normas que regulan el establecimiento de responsabilidades reforzará la idea de que las normas que regulan el sistema del control público, deben guardar una relación armónica con el resto del ordenamiento jurídico, de modo que permita su aplicación armónica sin los posibles riesgos mencionados. Sin embargo de su importancia, esta investigación se centra en las responsabilidades administrativas en las que incurren los sujetos de control por las acciones y omisiones legales en el ejercicio de sus actividades o por el incumplimiento de sus funciones, deberes y obligaciones. 

			Cabe indicar que, para efectos de guardar un sentido acorde al mandato imperativo de las disposiciones constitucionales, se citarán como personas jurídicas de derecho privado que disponen de recursos públicos a aquellas denominadas compañías mercantiles, sean sociedades anónimas, de economía mixta u otras, fideicomisos mercantiles, corporaciones, fundaciones, sociedades civiles y demás de derecho privado, según la denominación entregada por el Reglamento de Control Externo de las Entidades de Derecho Privado (RCEEDP, 2015, art. 1), las cuales, bajo situaciones determinadas se vinculan con el estado en la administración de fondos públicos.

			2. PROBLEMA

			I) El Control Interno: Entidades Públicas y Entidades de Derecho Privado que disponen de recursos públicos

			Las instituciones del Estado son organismos dinámicos que, en el ejercicio de sus actividades internas, se relacionan entre ellas y con terceros. Encontrar un balance armónico donde funcionen de forma adecuada con los administrados, así como entre los órganos internos que las conforman es una tarea compleja que requiere no solamente un control constante, sino que se fundamentará en el cumplimiento de sus fines y objetivos en el marco del cumplimiento de la normativa general y específica por la cual se rigen. 

			Al respecto, las Normas de Control Interno de la Contraloría General del Estado, desarrollan el alcance y su importancia, además de enfatizar el cumplimiento del ordenamiento jurídico:

			“El control interno será responsabilidad de cada institución del Estado y de las personas jurídicas de derecho privado que dispongan de recursos públicos y tendrá como finalidad crear las condiciones para el ejercicio del control. El control interno es un proceso integral aplicado por la máxima autoridad, la dirección y el personal de cada entidad, que proporciona seguridad razonable para el logro de los objetivos institucionales y la protección de los recursos públicos. Constituyen componentes del control interno el ambiente de control, la evaluación de riesgos, las actividades de control, los sistemas de información y comunicación y el seguimiento. El control interno está orientado a cumplir con el ordenamiento jurídico, técnico y administrativo, promover eficiencia y eficacia de las operaciones de la entidad y garantizar la confiabilidad y oportunidad de la información, así como la adopción de medidas oportunas para corregir las deficiencias de control.” (NCI, 2019, 100-01)
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